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Procedente del Juzgado Civil del Circuito de Girardota-Antioquia, arribó a esta 

Corporación el proceso de la referencia, con miras a proveer la apelación 

formulada por la parte demandante en contra del auto No 0774 del 8 de 

septiembre de 2021, a través del cual se decretaron medidas cautelares, el 

cual procede a resolverse en los siguientes términos: 

 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

 

1. A petición de la parte actora dentro del proceso de la referencia, el Juzgado 

Civil del Circuito de Girardota una vez había proferido sentencia de condena 

favorable al demandante y petición de éste como lo consagra el numeral 1 del 

art. 590 del C.G.P., decretó las siguientes medidas cautelares: 
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PRIMERO: Decretar el embargo y retención de dineros que la sociedad 

demandada PRODUCTOS ALIMENTICIOS EL CARRIEL S.A.S. con Nit. 

900804607 tenga depositados en las siguientes entidades financieras:  

En la cuenta corriente No. 191022011 del Banco de Bogotá, Oficina principal 

Bogotá D.C.   

 

En la cuenta corriente No. 003187864 del Banco Caja Social Oficina Calle 80 de 

Bogotá D.C.  

 

En la cuenta de ahorros No. 393575868 de Bancolombia, Oficina de Titán Plaza 

de Bogotá D.C. 

 

La medida se limita a $422´464.590.oo.  

 

Líbrese el oficio correspondiente.  

 

SEGUNDO: Decretar el embargo y secuestro de los siguientes vehículos de 

propiedad de la demandada PRODUCTOS ALIMENTICIOS EL CARRIEL 

S.A.S. con Nit. 900804607:  

 

Vehículo de placas KOK-285, modelo 2022 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Tránsito de Funza, Cundinamarca.  

 

Vehículo de placas KOK-877, modelo 2022 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Tránsito de Funza, Cundinamarca.  

 

Vehículo de placas FSV-264, modelo 2020 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Movilidad de Cota, Cundinamarca.  

 

Vehículo de placas FSV-316, modelo 2020 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Movilidad de Cota, Cundinamarca.  
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Vehículo de placas FSV-567, modelo 2020 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Movilidad de Cota, Cundinamarca. Vehículo de 

placas GTX-449, modelo 2020 de servicio público, matriculado en la Secretaría 

de Transporte y Tránsito de Envigado, Antioquia.  

 

Vehículo de placas GTX-450, modelo 2020 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Tránsito de Envigado, Antioquia.  

 

Vehículo de placas GTX-451, modelo 2020 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Tránsito de Envigado, Antioquia.  

 

Vehículo de placas GTX-457, modelo 2020 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Tránsito de Envigado, Antioquia.  

 

Vehículo de placas GTX-764, modelo 2020 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Tránsito de Envigado, Antioquia.  

 

Vehículo de placas EQZ-189, modelo 2018 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Movilidad de Cota, Cundinamarca.  

 

Vehículo de placas EQY-829, modelo 2018 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Movilidad de Cota, Cundinamarca.  

 

Vehículo de placas EQY-783, modelo 2017 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Movilidad de Cota, Cundinamarca.  

 

Vehículo de placas WFI-909, modelo 2017 de servicio público, matriculado en 

la Secretaría de Transporte y Movilidad de Cota, Cundinamarca.  

 

Vehículo de placas WOS-294, modelo 2017 de servicio público, matriculado 

en la Secretaría de Transporte y Movilidad de Cota, Cundinamarca.  
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Vehículo de placas WOS-704, modelo 2017 de servicio público, matriculado 

en la Secretaría de Transporte y Movilidad de Cota, Cundinamarca. 

2. Oportunamente, el apoderado de la sociedad demandada interpuso recurso 

de apelación, precisando que tal decisión podía ser cuestionada por tal vía 

como lo señala el artículo 321 y 322 del CGP 

 

3. Por auto del 22 de septiembre de 2021, el juzgado de primera instancia 

concedió el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la 

sociedad demanda, contra el auto de fecha 08 de septiembre de 2021, por 

medio del cual se decretó el embargo, retención y secuestro de unos bienes 

propiedad de la demandada Productos Alimenticios El Carriel S.A.S.  

 

4. Es importante destacar que en esa misma providencia dispuso el a quo   

acceder a la solicitud de levantamiento de las medidas cautelares decretadas 

en la providencia del 08 de septiembre de 2021, una vez se prestara por parte 

de ésta caución que garantizara el cumplimiento de las condenas impuestas 

en la sentencia de primera instancia, la cual se fija en la suma de 

$286´199.186.oo, valor que incluyen las costas en primera instancia, teniendo 

en cuenta que falta por determinarse la condena en costas que se haga en 

segunda instancia, si hubiere lugar a ello. 

 

5. Fundamentos del Recurso 

 

Considera el memorialista que el decreto de embargo y secuestro de los 

bienes relacionados anteladamente no cumplen los requisitos exigidos por el 

Artículo 590 del CGP y las cataloga como irracionales y desproporcionadas 

respecto del monto que se pretende garantizar en una eventual declaración de 

responsabilidad civil extracontractual e indemnización de perjuicios definitivos.  

 

Tesis que desarrollas sobre tres ejes centrales. 
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(i) Las medidas cautelares decretadas son improcedentes dentro de 

los procesos declarativos, toda vez que no son innominadas, propias 

de los procesos de ejecución. Cita el contenido del art 590 del CGP 

para indicar que las medidas cautelares decretadas en el auto 

recurrido no corresponden a ninguna de las medidas procedentes 

dentro de los procesos declarativos, en particular a las medidas 

cautelares que no son innominadas. Sostiene que para la aplicación 

de las medidas de que trata el artículo 590 del CGP literales a y b, 

resulta necesario que la sentencia de primera instancia esté en firme 

y que solo procederían medidas innominadas. Cita para el efecto 

una decisión de un tribunal de otra región del país y de una sentencia 

de la Corte Suprema de Justicia-Sala de Casación Civil de 16 de 

febrero de 2017.  

 

(ii) El límite de las medidas cautelares decretadas es irracional y 

desproporcionado. Apunta que el valor de la condena de primera 

instancia, que no se encuentra en firme se limita a 272.557.800 y no 

obstante en la primera parte del auto recurrido se incluye un límite 

sobre la retención de dineros de las cuentas bancarias del 

demandado de COP $422,464,590.oo, esto es, una diferencia y 

exceso de COP $ 149,906,790.oo entre lo embargado y la eventual 

condena, y en la segunda parte, no incluye límite a las medidas 

cautelares respecto del embargo y secuestro de los vehículos de 

propiedad de la pasiva, por lo que la suma del valor de los mismos 

considera asciende a (COP $2,037,092,736.oo), lo que resulta 

mayor inclusive al doble del valor estimado de las pretensiones.  

 
Por otra parte, no resulta razonable embargar todas las cuentas 

bancarias, pues esto impide el movimiento comercial de la 

compañía, lo que pone en riesgo los derechos de los trabajadores 

al no poderse pagar la nómina, como también del Estado al no 

poderse pagar impuestos, entre otros derechos,  causando con ello 
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un perjuicio tanto a los trabajadores como a la empresa misma, lo 

cual hace que las medidas decretadas en la primera parte del auto 

impugnado sean completamente inviables e inconstitucionales. Cita 

la sentencia C-490 de 2000 y sentencia C-379 de 2004 ambas de la 

Corte Constitucional 

 

(iii) No existe amenaza o vulneración de derecho alguno.  Alega que 

de conformidad con el inciso 2do de la letra c) del numeral 1 del 

artículo 590 del Código General del Proceso, para decretar la 

medida cautelar el juez apreciará la existencia de la amenaza o 

vulneración del derecho y considera que en este caso, no existe tal 

posibilidad al tratarse de prestaciones de contenido pecuniario para 

lo que sostiene se circunscribe al cumplimiento de obligaciones 

dinerarias que nazcan de la sentencia que ponga fin al proceso y 

que la sociedad demandada es una compañía con presencia y 

experiencia en el mercado desde 1992, es decir, con casi 30 años a 

través de los cuales ha construido sólidas relaciones comerciales a 

nivel nacional e internacional, por lo que cuenta con una situación 

económica y financiera que le permite cumplir con solvencia sus 

obligaciones, 

 

6. Durante el trámite del recurso y mediante documento al cual se accedió 

directamente por el link provisto por el juzgado se observa que mediante oficio 

0295 de octubre 6 de 2021 se informó que: 

 

 “Por medio del presente le comunico la decisión adoptada por este 

Juzgado, mediante proveído de la fecha, en la que se dispuso limitar 

las medidas cautelares y así mismo, se dispuso el levantamiento de 

otras, providencia que se transcribe a continuación: “Vista la 

constancia que antecede, y atendiendo a que el despacho 

considera que los bienes que ya se encuentran embargados en este 

proceso su valor supera con creces el monto de la obligación de 
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que da cuenta la sentencia proferida en este proceso en favor de la 

parte demandante, consistentes dichas medidas en el embargo y 

secuestro de los dineros depositados por parte de Bancolombia, 

Banco de Bogotá y Banco Caja Social, en total $344.642.045,68; y 

además, con los vehículos de placas GTX449, GTX450, GTX451, 

GTX457 y GTX764, cuyo embargo se encuentra registrado por 

parte de la Secretaría de Transportes y Tránsito de Envigado; 

igualmente con el embargo de los vehículos de placas KOK285 y 

KOK-877 matriculados en la Secretaría de Transportes y Tránsito 

de Funza, Cundinamarca, medidas que fueron decretadas por auto 

del 8 de septiembre de 2021, RESUELVE:  

PRIMERO: Limitar las medidas de embargo y secuestro decretadas 

en auto del 8 de septiembre de 2021, al dinero en efectivo 

depositado a órdenes de este Juzgado, por los siguientes valores: - 

$68.806.400,45, por parte de Bancolombia, según título No. 

413770000079329 del Banco Agrario de Colombia, del 27de 2021. 

$248.905.645,23 por parte del Banco Caja Social, según título No. 

413770000079352 del Banco Agrario de Colombia, del 29 de 

septiembre de 2021.  

SEGUNDO: Levantar las medidas de embargo y secuestro de los 

siguientes vehículos de propiedad de la demandada PRODUCTOS 

ALIMENTICIOS EL CARRIEL S.A.S. con Nit. 900804607: - 

Vehículos de placas GTX449, GTX450, GTX451, GTX457 y 

GTX764, matriculados en la Secretaría de Transportes y Tránsito 

de Envigado. La medida fue decretada por auto del 8 de septiembre 

de 2021 y comunicada por oficio 260 de la misma fecha. - Vehículo 

de placas KOK-285 y KOK-877, matriculados en la Secretaría de 

Transporte y Tránsito de Funza, Cundinamarca. La medida fue 

decretada por auto del 8 de septiembre de 2021 y comunicada por 

oficio 258 de la misma fecha. - Vehículos de placas FSV-264, FSV-

316, FSV-567, EQZ-189, EQY-829, EQY783, WFI-909, WOS-294, 

WOS-704, matriculado en la Secretaría de Transporte y Movilidad 
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de Cota, Cundinamarca. La medida fue decretada por auto del 8 de 

septiembre de 2021 y comunicada por oficio 259 de la misma fecha. 

Líbrense los oficios correspondientes.  

 

Finalmente, teniendo en cuenta que frente al auto del 8 de 

septiembre de 2021, por medio del cual se decretaron las medidas 

cautelares, la parte demandada interpuso recurso de apelación, y 

el mismo se encuentra surtiendo el trámite ante el Honorable 

Tribunal Superior de Medellín, Sala Civil, el que fuera repartido al 

Magistrado CARLOS ARTURO GUERRA HIGUITA, según obra en 

el archivo 56 digital; y además dicho magistrado conoce de la acción 

de tutela instaurada por la presunta vulneración de los derechos 

fundamentales al debido proceso, con ocasión del mismo proveído 

que decretó medidas, con Radicado 2021-00492, se dispone 

comunicarle la presente decisión, con el fin de que sea tenida en 

cuenta al momento de resolver lo de su competencia. (…)  

 

 

C O N S I D E R A C I O N E S 

 

 

6. De las medidas cautelares 

 

 

Las medidas cautelares no son más que unas garantías que se establecen a 

favor de quien presunta o efectivamente ha sido perjudicado bien por un acto 

jurídico o un hecho ilícito que originan obligaciones a cargo del deudor. 
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En palabras del tratadista italiano Piero Calamandrei, las medidas cautelares 

tienen como finalidad1:“…evitar que el daño producido por la inobservancia del 

derecho resulte agravado por este inevitable retardo del remedio jurisdiccional 

(periculum in mora), está preordenada precisamente la actividad cautelar; la 

cual, mientras se esperan las providencias definitivas destinadas a hacer 

observar el derecho, provee a anticipar provisoriamente sus previsibles 

efectos.” 

 

Por su parte, el maestro Morales Molina2, explica este mecanismo procesal, 

en su libro Curso de Derecho Procesal Civil, parte general, Editorial ABC, en 

los siguientes términos: 

 

“…la medida cautelar o de aseguramiento como una forma de 

represión de la tutela jurídica, que en relación unas veces con el 

proceso declarativo y otras con el de ejecución y aún con 

procesos voluntarios, se dirige a asegurar sus consecuencias 

mediante el mantenimiento del estado de hecho o de derecho 

(secuestro preventivo, en sucesiones), o a anticipar las 

consecuencias de determinada resolución judicial para no hacerla 

baldía, evitando así el daño de la demora periculum mora, para lo 

cual se crea un nuevo estado que facilite tal resultado y es lo que 

se denomina proceso o medida cautelar innovativos (alimentos e 

interdicción provisiona).  También previene el perjuicio por el 

anticipo de la cautela misma (contracautela), como ocurre con las 

cauciones, lo cual configura el proceso o medida cautelar 

conservativos.” 

 

 

La Corte Constitucional3, de manera pacífica, como también lo entiende el 

ordenamiento positivo actual considera las medidas cautelares, como aquellos 

                                                
1  RIVERA MARTÍNEZ, Alfonso.   “Instituciones de derecho procesal civil”, volumen I. Ediciones 
Jurídicas Europa-América (Buenos Aires Argentina). Décimo Séptima Edición.  Editorial 
LEYER EDITORES. Bogotá, 2015. Pág. 833. 
 
2 MORALES MOLINA, Hernando.  Curso de Derecho Procesal Civil, parte general, Editorial 
ABC. 
 
3 Corte Constitucional Sentencia C-379 de 2000 
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instrumentos con los cuales el ordenamiento protege, de manera provisional, 

y mientras dura el proceso, la integridad de un derecho que es controvertido 

en ese mismo proceso. De esa manera el ordenamiento protege 

preventivamente a quien acude a las autoridades judiciales a reclamar un 

derecho, con el fin de garantizar que la decisión adoptada sea materialmente 

ejecutada. Por ello, esta Corporación señaló, en casos anteriores, que estas 

medidas buscan asegurar el cumplimiento de la decisión que se adopte, 

porque los fallos serían ilusorios si la ley no estableciera mecanismos para 

asegurar sus resultados, impidiendo la destrucción o afectación del derecho 

controvertido. 

 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional4 ha sostenido que las medidas 

cautelares se caracterizan porque a través de ellas el ordenamiento jurídico 

protege provisionalmente, mientras dura el proceso, la integridad de un 

derecho discutido dentro del mismo. Además de garantizar que la decisión 

adoptada logre ser materialmente ejecutada. En esa medida, se considera en 

esta decisión que  las personas tienen derecho a contar con mecanismos para 

asegurar la efectividad de las sentencias favorables, los cuales contribuyen a 

“un mayor equilibrio procesal, en la medida que asegura que quien acuda a la 

justicia mantenga, en el desarrollo del proceso, un estado de cosas 

semejantes al que existía cuando recurrió a los jueces y en cuanto a la parte 

que soporta el peso de la medida cautelar, la jurisprudencia constitucional ha 

estimado que aun cuando puede afectar sus intereses, no puede asimilarse a 

una sanción, porque la razón de ser es la de garantizar un derecho actual o 

futuro. 

 

Uno de los principales cambios que se introdujo en la reforma al proceso civil, 

en cuanto a las medidas cautelares en los procesos declarativos, que de paso 

se dirá que como procesos de conocimiento se parte de la incertidumbre del 

derecho fue la posibilidad de solicitar medidas cautelares aun cuando la 

sentencia de primera instancia no se encuentre en firme. De hecho, tales 

                                                
4 Corte Constitucional Sentencia C-043 DE 2021 
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medidas que habían desaparecido en el Código de Procedimiento Civil ya 

derogado, solo permitía, aun con algunas excepciones, la práctica de medidas 

cautelares en los procesos declarativos bajo la premisa que la decisión se 

encontrara en firme, lo que varió por supuesto con la expedición del nuevo 

ordenamiento procesal de 2012. Así, dispuso el legislador de manera clara y 

contundente que: 

 

Código General del Proceso 

Artículo 590. Medidas cautelares en procesos declarativos 

En los procesos declarativos se aplicarán las siguientes reglas para 

la solicitud, decreto, práctica, modificación, sustitución o revocatoria 

de las medidas cautelares: 

 

1. Desde la presentación de la demanda, a petición del 

demandante, el juez podrá decretar las siguientes medidas 

cautelares 

 

a) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro y el 

secuestro de los demás cuando la demanda verse sobre dominio u 

otro derecho real principal, directamente o como consecuencia de 

una pretensión distinta o en subsidio de otra, o sobre una 

universalidad de bienes. 

Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a 

petición de este el juez ordenará el secuestro de los bienes objeto 

del proceso. 

 

b) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que 

sean de propiedad del demandado, cuando en el proceso se 

persiga el pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil 

contractual o extracontractual. 
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Si la sentencia de primera instancia es favorable al 

demandante, a petición de este el juez ordenará el embargo y 

secuestro de los bienes afectados con la inscripción de la 

demanda, y de los que se denuncien como de propiedad del 

demandado, en cantidad suficiente para el cumplimiento de 

aquella. 

 

El demandado podrá impedir la práctica de las medidas cautelares 

a que se refiere este literal o solicitar que se levanten, si presta 

caución por el valor de las pretensiones para garantizar el 

cumplimiento de la eventual sentencia favorable al demandante o 

la indemnización de los perjuicios por la imposibilidad de cumplirla. 

También podrá solicitar que se sustituyan por otras cautelas que 

ofrezcan suficiente seguridad. 

 

c) Cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la 

protección del derecho objeto del litigio, impedir su infracción o 

evitar las consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños, 

hacer cesar los que se hubieren causado o asegurar la efectividad 

de la pretensión. 

 

Para decretar la medida cautelar el juez apreciará la legitimación o 

interés para actuar de las partes y la existencia de la amenaza o la 

vulneración del derecho. 

 

Así mismo, el juez tendrá en cuenta la apariencia de buen derecho, 

como también la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la 

medida y, si lo estimare procedente, podrá decretar una menos 

gravosa o diferente de la solicitada. El juez establecerá su alcance, 

determinará su duración y podrá disponer de oficio o a petición de 

parte la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar 

adoptada. 
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Cuando se trate de medidas cautelares relacionadas con 

pretensiones pecuniarias, el demandado podrá impedir su práctica 

o solicitar su levantamiento o modificación mediante la prestación 

de una caución para garantizar el cumplimiento de la eventual 

sentencia favorable al demandante o la indemnización de los 

perjuicios por la imposibilidad de cumplirla. No podrá prestarse 

caución cuando las medidas cautelares no estén relacionadas con 

pretensiones económicas o procuren anticipar materialmente el 

fallo. 

 

2. Para que sea decretada cualquiera de las anteriores medidas 

cautelares, el demandante deberá prestar caución equivalente al 

veinte por ciento (20%) del valor de las pretensiones estimadas en 

la demanda, para responder por las costas y perjuicios derivados 

de su práctica. Sin embargo, el juez, de oficio o a petición de parte, 

podrá aumentar o disminuir el monto de la caución cuando lo 

considere razonable, o fijar uno superior al momento de decretar la 

medida. No será necesario prestar caución para la práctica de 

embargos y secuestros después de la sentencia favorable de 

primera instancia. 

 

PARÁGRAFO PRIMERO. En todo proceso y ante cualquier 

jurisdicción, cuando se solicite la práctica de medidas cautelares se 

podrá acudir directamente al juez, sin necesidad de agotar la 

conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. 

 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Las medidas cautelares previstas en los 

literales b) y c) del numeral 1 de este artículo se levantarán si el 

demandante no promueve ejecución dentro del término a que se 

refiere el artículo 306. 
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Sobre este tópico en proceso de responsabilidad civil extracontractual como el 

que nos ocupa, se tiene con el nuevo estatuto procesal que no es necesario 

que la sentencia se encuentre ejecutoriada para procederse con medidas 

similares a las que acontecen en los procesos de ejecución. El profesor 

Álvarez Gómez5 explica al respecto: 

 

2.2.2.2.4. El embargo y secuestro de bienes de propiedad del 

demandado. Estas medidas proceden en juicios de 

responsabilidad civil contractual o extracontractual, siempre que el 

demandante obtenga sentencia favorable, así hubiere sido apelada. 

Si no lo fue, con mayor razón caben esas cautelas, en el marco de 

la ejecución del fallo. Así lo manda el inciso 2º del literal b) del 

artículo 590 del Código General del Proceso, en el que se establece 

que “Si la sentencia de primera instancia es favorable al 

demandante, a petición de éste el juez ordenará el embargo y 

secuestro de los bienes afectados con la inscripción de la demanda, 

y de los que se denuncien como de propiedad del demandado, en 

cantidad suficiente para el cumplimiento de aquella”. Obsérvese 

que el embargo y secuestro no sólo puede recaer sobre los bienes 

que fueron objeto de inscripción de la demanda durante el trámite 

del proceso, sino que el legislador también las autorizó respecto de 

cualquier otro bien de propiedad del demandado. Luego no es 

requisito de estas medidas cautelares que previamente hayan sido 

objeto de registro de demanda. Y así es como deben ser las cosas 

puesto que la sentencia condenatoria, aunque no esté firme, 

refuerza la apariencia de buen derecho, lo que habilita profundizar 

el ejercicio del derecho de persecución. Desde luego que la ley no 

podía circunscribir tales medidas a un bien o bienes específicos, 

dada la naturaleza de las pretensiones, que atendidas 

positivamente en la sentencia obligan al demandado a satisfacer 

                                                
5 ALVAREZ GOMEZ, Marco Antonio, Las Medidas Cautelares en el Código General del 
Proceso. Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. Bogotá pág. 82 y ss. 
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con su patrimonio –que es prenda común y general que de los 

acreedores- el derecho personal reconocido al demandante. Hay 

aquí, entonces, una diferencia con la regulación del literal a) del 

artículo 590, concerniente a discusiones sobre derechos reales 

principales, casos en los cuales, como quedó visto, el secuestro 

sólo puede recaer sobre el bien objeto del proceso. 

  

 

7. Limite a las medidas cautelares. Las medidas cautelares en cualquier tipo 

de proceso sin importar su naturaleza responden a un criterio de 

proporcionalidad con el daño irrogado pues como caución que son responden 

al axioma que servirán de garantía para el cumplimiento de otra obligación 

principal. 

 

Si oteamos el contenido del artículo  590 del CGP, que se refiere a las medidas 

de embargo y secuestro, lo que es materia de discusión en este asunto, 

encontraremos que es una previsión que debe respetar el juez, el hecho que 

al decretar los embargos y secuestros, puede limitarlos a lo necesario 

considerándose que  el valor de los bienes no podrá exceder del doble del 

crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente calculadas, salvo 

que se trate de un solo bien o de bienes afectados por hipoteca o prenda que 

garanticen aquel crédito, o cuando la división disminuya su valor o su 

venalidad. Y categóricamente indica el legislador adjetivo que en el momento 

de practicar el secuestro el juez deberá de oficio limitarlo si el valor de los 

bienes excede ostensiblemente del límite mencionado, o aparece de las 

facturas de compra, libros de contabilidad, certificados de catastro o recibos 

de pago de impuesto predial, o de otros documentos oficiales, siempre que se 

le exhiban tales pruebas en la diligencia. 

 

 

8.Diferencias entre las medidas nominadas e innominadas. 
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Desde su propia esencia como institución procesal y con fácil discernimiento 

podríamos entender que las medidas nominadas son las que corresponden a 

un nombre bien sea la imposición de tal medida de carácter personal o real; 

como ejemplo citaríamos en el primer caso algunas restricciones de visitar 

lugares o incluso salir del país en asuntos de familia y la gran variedad de 

medidas que se adoptan en los procesos civiles como inscripción de 

demanda, embargos y secuestros entre otras. A contario sensu y aun cuando 

no son nuevas en el ordenamiento procesal colombiano tenemos las medidas 

cautelares innominadas, lo que nos lleva a concluir primigeniamente que 

ambas son disimiles en su contenido y alcance. 

 

Sobre las medidas innominadas bien explica el profesor Villamil Portilla que: 

  

“El escenario previo. Sobre el nombre podría admitirse que se las 

apellide como atípicas genéricas, o innominadas y aún abstractas, 

pues a diferencia de las cautelas ortodoxas del derecho privado, no 

son taxativas, su regulación ni su nombre aparecen de detalle en el 

ordenamiento. Se trata de providencias, resguardos o medidas que 

puede tomar el juez, a petición de parte, y con el objeto de 

garantizar que la sentencia pueda tener un cumplido efecto” 

 

Ahora bien, a diferencia de las medidas nominadas en esta clase de cautelas 

el juez debe ser cuidadoso y para su ordenación es necesario realice examen 

previo de la puesta en peligro y la apariencia de buen derecho.  

 

 

PROBLEMA JURIDICO 

 

 

9. Los problemas jurídicos a resolver serán entonces. (i) ¿Las medidas 

cautelares decretadas son improcedentes dentro de los procesos declarativos, 
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toda vez que no son innominadas, propias de los procesos de ejecución? en 

caso que la respuesta sea negativa deberá estudiarse si (II) el límite de las 

medidas cautelares decretadas es irracional y desproporcionado y (iii) si no 

existe amenaza o vulneración de derecho alguno.   

 

 

C A S O   C O N C R E T O 

 

 

10. Para resolver el primer disenso se dirá que, tratándose de procesos 

declarativos, como lo es el asunto que nos concita, establece el precepto 590 

del Código General del Proceso, dos momentos procesales diferentes para 

enunciar las medidas nominadas que pueden proceder de cara a las 

pretensiones invocadas, así: 

 

1. Desde la presentación de la demanda, puede solicitarse la inscripción de 

esta sobre los bienes sujetos a registro y el secuestro de los que no, cuando 

la demanda verse sobre el derecho de dominio u otro real principal. 

 

2. Una vez dictada sentencia de primera instancia favorable al 

demandante, puede el actor solicitar la inscripción de la demanda sobre 

bienes sujetos a registro propiedad del demandado, cuando se acceda al 

reconocimiento y pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil 

(contractual o extracontractual); o el embargo y secuestro de los bienes 

afectados con la inscripción de la demanda y de los que se denuncien como 

propiedad del demandado. 

 

Ahora bien, con relación a las innominadas, señala que puede ser cualquier 

“otra medida” que el funcionario judicial encuentre, entre otras, “razonable para 

la protección del derecho objeto del litigio”, además, “la apariencia de buen 

derecho”, “la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida”, 
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facultándolo para que, de estimarlo, decrete una menos gravosa o diferente 

de la solicitada. 

 

En el presente asunto, se pidió por la parte demandante una vez proferida la 

sentencia de primera instancia, que para garantizar el pago de las condenas 

impuestas se ordenara una multiplicidad de medidas cautelares que el juzgado 

encontró procedentes y conforme a ello procedió como era su obligación legal.  

 

 Así las cosas, frente a esta medida no encuentra esta sala equivocación 

alguna en el decreto de la cautelar como atinadamente decidió o el a quo. 

 

2. En cuanto a la limitación de las medidas de embargo y secuestro, y 

teniéndose acceso al expediente digital se tiene que: 

a. Se limitaron las medidas de embargo y secuestro decretadas en 

auto del 8 de septiembre de 2021, al dinero en efectivo depositado 

a órdenes del juzgado cognoscente por los siguientes valores: 

- La suma de $68.806.400,45, por parte de Bancolombia, según título 

No. 413770000079329 del Banco Agrario de Colombia. 

 

- La suma de $248.905.645,23 por parte del Banco Caja Social, 

según título No. 413770000079352.  

 
b. Se levantaron las medidas de embargo y secuestro de los 

siguientes vehículos de propiedad de la demandada:  
 
- Vehículos de placas GTX449, GTX450, GTX451, GTX457 y 
GTX764, matriculados en la Secretaría de Transportes y Tránsito 
de Envigado. La medida fue decretada por auto del 8 de septiembre 
de 2021 y comunicada por oficio 260 de la misma fecha.  
 
- Vehículo de placas KOK-285 y KOK-877, matriculados en la 
Secretaría de Transporte y Tránsito de Funza, Cundinamarca. La 
medida fue decretada por auto del 8 de septiembre de 2021 y 
comunicada por oficio 258 de la misma fecha. 
 
 - Vehículos de placas FSV-264, FSV-316, FSV-567, EQZ-189, 
EQY-829, EQY783, WFI-909, WOS-294, WOS-704, matriculado en 
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la Secretaría de Transporte y Movilidad de Cota, Cundinamarca. La 
medida fue decretada por auto del 8 de septiembre de 2021 y 
comunicada por oficio 259 de la misma fecha.  

 

Así las cosas, limitado el embargo a las probables condenas y solucionado 

dentro del proceso el exceso de las medidas, ha decaído entonces el interés 

por sustracción de materia de la inconformidad planteada. Dejando claro que 

el juez, al no tener la tasación ni la seguridad del quantum de los bienes 

perseguidos actuó conforme a derecho y dentro del escenario natural dentro 

del proceso ante la suficiencia de las garantías procedió al levantamiento de 

las cautelas sobre los automotores, no existiendo entonces nada que 

reprochar en este evento a la funcionaria ni tildar de irracional la decisión 

confutada. 

 

Finalmente, acerca de la ausencia de amenaza o vulneración de derecho 

alguno, nuevamente se fustiga la decisión como si esta se hubiese ordenado 

como si se tratara de una medida cautelar innominada, lo que es un desacierto 

del inconforme dado que se ordenaron medidas cautelares nominadas, en este 

caso embargo y secuestro de bienes, sin que alcanzara ejecutoria la 

sentencia, que de entrada sin haber culminado el tramite con la sentencia si 

serían del todo improcedentes como se dice en las decisiones 

jurisprudenciales en que basa su disgusto en la decisión. Así entonces, 

independiente de la holgura económica o no de la sociedad, las medidas 

cautelares eran procedentes, por lo que tampoco se atenderán los argumentos 

del apelante. 

 

No se impondrá condena en costas, por no haberse causado. 

 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, en Sala de Unitaria de Decisión Civil,  

 

 

R E S U E L V E:  
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PRIMERO: CONFIRMAR el auto del 8 de septiembre de 2021, a través del 

cual se decretaron medidas cautelares peticionadas por la parte demandante, 

por las razones esbozadas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Sin condena en costas, dada su no causación.   

 

TERCERO: En firme la presente, devuélvase el expediente digital al Juzgado 

de origen. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 

RAFAEL ANTONI O MATOS RODELO  

MAGISTRADO  


